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RESUMEN

En este artículo se estudia la influencia que las ideas tuvieron en las políticas económicas de la dictadura del general Franco. Esta influencia fue mucho menos decisiva que otros aspectos como los intereses del Estado o el pragmatismo. En el artículo se critica la interpretación que afirma que, en el Plan de Estabilización de 1959, las ideas económicas se impusieron a las ideas ingenieriles que habían prevalecido en el período autárquico anterior. No sólo las diferencias entre ambas ideas fueron muy pequeñas, sino que ninguna de ellas influyó decisivamente en las políticas económicas del franquismo. El Estado asumió ex post las ideas que, en cada momento, mejor se adaptaban a sus intereses.

ABSTRACT

In this article, I study the influence of the ideas in the economic policy of the Franco dictatorship. The role of these ideas was much less decisive than other aspects, like the interests of the State or the pragmatism. In the article, I criticise the interpretation, which affirms that, in the Stabilisation Plan of 1959, the economic ideas imposed to the engineer ideas, which were predominated in the previous autarkic period. Not only the differences between both ideas were very small, but also no one of them had a decisive influence in the economic policy of the Franco regime. The State assumed ex post the ideas better adapted, in each moment,  to its interests.
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1. Introducción


La evolución a largo plazo de la economía española durante la dictadura del general Franco (1939-75) se divide en dos grandes períodos. En el primero, que comprende las dos primeras décadas, el crecimiento económico e industrial fue muy débil, mientras que en el segundo periodo, a partir de los años sesenta, el desarrollo económico fue mucho mayor. Entre las causas que influyeron en esta evolución se encuentran las políticas económicas aplicadas por la dictadura. En el primer período se aplicaron las denominadas políticas autárquicas, caracterizadas por una intensa intervención y regulación pública de la economía junto a un nivel muy alto de protección exterior. La liberalización de estas políticas en el segundo período permitió un mayor desarrollo económico. Esta liberalización fue gradual, por ejemplo, mediante la introducción de algunas reformas a principios de los años cincuenta. Sin embargo, el momento culminante de la liberalización se produjo en 1959, a través de un conjunto de nuevas políticas económicas conocidas como Plan de Estabilización, que dieron paso al desarrollo económico de los años sesenta (González, 1979; Fuentes Quintana, 1984; Tortella, 1994).


Algunos economistas han investigado la influencia que las ideas tuvieron en la implantación de las políticas autárquicas y en su posterior liberalización tras el Plan de Estabilización de 1959. La interpretación tradicional otorga un papel destacado a los economistas y a sus ideas en este proceso. Así, durante la autarquía las ideas predominantes no provenían de los economistas, sino de otros cuerpos, como los ingenieros y los militares, que ocuparon los principales puestos de decisión en los asuntos económicos. El principal exponente de esta situación fue Juan Antonio Suanzes, un militar e ingeniero que se convirtió en el político que más influyó en los asuntos económicos e industriales del período autárquico: fue ministro de Industria y Comercio en dos ocasiones, fundó el Instituto Nacional de Industria (INI) en 1941, y lo presidió hasta 1963. Aparte de la influencia de los militares, las principales directrices de las políticas autárquicas vinieron de una mentalidad «ingenieril» que defendía la protección y la intervención públicas a la vez que ignoraba o despreciaba las interrelaciones económicas fundamentales (Velasco, 1984). La creación, en 1943, de la primera Facultad de Economía en España (en la Universidad Complutense de Madrid) marcó el inicio de una progresiva influencia de los economistas en la vida política y social española. Los nuevos economistas se introdujeron en la Administración y dieron a conocer sus ideas a través de publicaciones en revistas especializadas, periódicos, e informes económicos de organismos nacionales e internacionales. Para muchos autores, la liberalización de las políticas autárquicas se basó, en gran medida, en la introducción de estas nuevas ideas económicas que lograron vencer la influencia de las anteriores ideas de los ingenieros (Velarde, 1995; Fuentes Quintana, 1995).


Este artículo matiza los anteriores argumentos que presentan a los economistas españoles como unos héroes que, armados con sus ideas, fueron capaces de enfrentarse con éxito a las equivocadas ideas que otros (por ejemplo, los ingenieros) aplicaron al principio del franquismo, convenciendo finalmente a las autoridades para que liberalizaran las políticas autárquicas. Para ello se sigue la siguiente argumentación. En primer lugar, se revisan las ideas o ideologías que se identifican con el régimen de Franco. A continuación, en el tercer epígrafe, se examina la influencia del Cuerpo de Ingenieros Industriales en las dos primeras décadas del franquismo. Posteriormente se revisan las principales publicaciones que los ingenieros industriales realizaron en este periodo sobre las actuaciones públicas. En el quinto apartado se aprovecha esta revisión para comparar las ideas de los ingenieros con la de los economistas. El sexto epígrafe son las conclusiones.

2. La existencia de ideologías en el régimen de Franco


Los autores que estudian la ideología del franquismo suelen adoptar dos posturas. La primera consiste en buscar un conjunto articulado y coherente de ideas que expliquen las actuaciones políticas del régimen. La segunda, en cambio, considera que no existió ninguna ideología que orientase las actuaciones de las autoridades franquistas, ya que estas actuaciones se basaron en un pragmatismo que se adaptaba a las circunstancias cambiantes de la realidad. El objetivo del general Franco y de sus políticos no fue cumplir ningún programa ideológico, sino simplemente mantenerse en el poder, reaccionando hábilmente ante los cambios del entorno.


La ideología que más a menudo se ha identificado con el régimen de Franco es la de la Falange. Durante los primeros años del franquismo (1939-1942), y bajo el influjo de los fascismos italiano y alemán, la Falange se convirtió en el partido único del régimen e intentó adquirir un gran protagonismo en sus decisiones políticas. Sin embargo, este partido fracasó en su proyecto de dominación totalitaria y fascista de la sociedad española. Las causas de este fracaso fueron diversas: la situación internacional (el final de la Segunda Guerra Mundial detuvo la fascistización del régimen), la fragilidad del falangismo como ideología, la debilidad tradicional del nacionalismo español que hizo inviable la creación de un partido fascista de masas fuerte, o la resistencia de Franco a ceder poder a otros elementos como un partido o una ideología (Payne, 1961 y 1997). El hecho es que la ideología de la Falange, tras estos primeros años, perdió mucha influencia. Según Payne (1987), la estructura formal definitiva del franquismo se basó más en el pensamiento de Calvo Sotelo que en el de la Falange, y su institucionalización se hizo en la dirección de un régimen autoritario personal.


Tal como se acaba de indicar, la principal característica del franquismo fue su carácter personalista, con la decisiva importancia de la figura del general Francisco Franco. Esto hace necesario investigar las ideas de este político. Sin embargo, Franco apenas intervino en política antes de la Guerra Civil que le llevó al poder (1936-1939), y no tenía elaborado un programa político ni unas ideas claras que luego aplicar en la práctica. Su mentalidad comprendía algunas ideas negativas, como la crítica al liberalismo, la democracia y los partidos políticos, y otras positivas aún más difusas, como el nacionalismo, el militarismo y el catolicismo. Si tomamos como ejemplo sus ideas económicas, se observa que tenían muy poco rigor: aunque se pueden identificar con una especie de «autarquía cuartelera» (García Delgado, 1987), en realidad se basaban en la intuición de que, habiendo eliminado las instituciones «nocivas» para el crecimiento (la democracia, la lucha de los partidos políticos y los sindicatos), el desarrollo económico vendría solo, apoyado en la riqueza de los recursos naturales de España. El tiempo se encargaría de demostrar que esta política era negativa para la economía nacional, y entonces Franco supo cambiar pragmáticamente de política, adaptándose hábilmente a las circunstancias, lo que le facilitó la permanencia en el poder.


La dificultad de establecer una ideología característica del franquismo aumenta si tenemos en cuenta que este régimen se originó en torno a una coalición de grupos que se unieron en la Guerra Civil: católicos, militares, tradicionalistas, carlistas, monárquicos y falangistas. Lo lógico (y así ocurrió) fue que, para mantener la cohesión de este grupo tan heterogéneo, se buscaran aquellos elementos comunes a todos ellos. Y estos elementos comunes eran, fundamentalmente, negativos: anti-república, anti-laicismo, anti-liberalismo y anti-partidismo. Basándose en este pequeño núcleo de ideas, Franco permitió un pluralismo político limitado por el que los distintos grupos que apoyaban al régimen competían entre ellos para imponer sus ideas. Por ello, las actuaciones prácticas que aplicó el nuevo régimen tuvieron múltiples influencias: el regeneracionismo, el conservadurismo, el nacionalismo, el corporativismo, el militarismo, el ingenierismo, o el fascismo. Pero este pluralismo, esta adopción de las ideas de los distintos grupos que apoyaban al franquismo, se basó, en última instancia, en el pragmatismo, en el contexto real: «el franquismo colocó en primer término un puñado de ideas consideradas casi dogmáticas y adaptó los conceptos adheridos a las mismas según el cambiante contexto de la época»((Beneyto, 1975).


González (1990) explica el argumento del pragmatismo mediante la utilización de instrumentos de la teoría económica: el objetivo de Franco de maximizar cantidad y tiempo de poder se ajustó bajo tres tipos de restricciones, la política interna, la externa, y la coyuntura económica, de lo que resultaba una actuación política de equilibrio. Esta descripción sirve para comprender la evolución del régimen, ya que esas restricciones variaron con el tiempo. Así, la influencia de los fascismos italiano y alemán durante los primeros años del régimen permitió que la Falange tuviera un papel predominante. Esta influencia disminuyó debido a factores externos, como el declive de los fascismos en el ámbito internacional, y a factores internos, como la inquietud de Franco por el excesivo poder que estaba acumulando su cuñado y líder de la Falange Serrano Súñer. En la segunda mitad de los años cuarenta, la supervivencia del régimen peligró ante la actitud hostil de los países aliados que habían ganado la Segunda Guerra Mundial. Unos primeros años de creación de un nuevo régimen, tras una guerra civil y rodeados de un conflicto bélico mundial, seguidos de una etapa de aislamiento internacional, explican la subordinación de cualquier otro objetivo al de la mera supervivencia del régimen. Efectivamente, las políticas autárquicas de este periodo buscaban objetivos militares o estratégicos, por encima de la pura eficiencia económica.


En los años cincuenta la situación internacional mejoró al comenzar la «Guerra Fría» entre las democracias occidentales y las dictaduras comunistas. Aunque España era una dictadura, Franco se aprovechó de la nueva situación para suavizar la presión internacional hacia su régimen. Esto le permitió liberalizar ligeramente las rígidas políticas autárquicas de la década anterior, buscando de forma más decidida el desarrollo económico. No obstante, si en algo se parecen todas las dictaduras es en la lentitud con la que realizan los cambios y en la inercia de sus actuaciones, lo que explica que en los años cincuenta todavía se mantuvieran la mayor parte de las políticas económicas del periodo autárquico. Las limitaciones de estas políticas autárquicas se manifestaron dramáticamente en la grave crisis económica que sufrió España a finales de los años cincuenta. De nuevo, la supervivencia del régimen estaba en peligro, ante el fracasado proyecto de industrializar y desarrollar España a través de un proteccionismo e intervencionismo extremos. La población española no estaba dispuesta a admitir la continuación de una dictadura que no era capaz de ofrecer el crecimiento de la renta que experimentaban el resto de los ciudadanos europeos. Franco reaccionó permitiendo la liberalización de las políticas autárquicas a través del Plan de Estabilización. A pesar de que muchos de los ambiciosos objetivos de este Plan no se desarrollaron completamente, la liberalización propició un importante desarrollo económico e industrial que ayudó a que Franco permaneciese en el poder hasta su muerte en 1975.

3. El Cuerpo de Ingenieros Industriales


Aunque el pragmatismo aparece como un factor fundamental para entender las actuaciones llevadas a cabo por el régimen de Franco, existen otros factores que también influyeron. Uno de ellos fue el papel de los funcionarios que aplicaban esas políticas. Según Beltrán (1996, p. 609),

uno de los rasgos más característicos de la Administración durante el régimen de Franco fue el estar fragmentada en Cuerpos de funcionarios, hasta el punto de que ha podido hablarse de ella como de una «confederación de Cuerpos». Los Cuerpos eran el elemento estructural básico del aparato estatal y desempeñaban un papel muy destacado en el funcionamiento de la Administración (más que en otras Administraciones en las que también existían con parecidas características, como sucedía con la francesa), adoleciendo de una marcada estanqueidad en su relación mutua y compitiendo por recursos escasos de todo tipo, como poder, retribuciones, prestigio social, y monopolios orgánicos y funcionales.

Además de los intereses directos de estos funcionarios en obtener mayor poder y prestigio a través de las actuaciones que tuvieran encomendadas, sus ideas pudieron también influir en el desarrollo de esas políticas. De ahí viene el argumento de la influencia ideológica de los ingenieros durante el período de la autarquía, y del posterior predominio de las ideas de los economistas en los años sesenta.


Aunque existen muchos cuerpos de ingenieros que aplicaron las políticas autárquicas del franquismo, en este ensayo estudiaremos a los ingenieros industriales, ya que sus actuaciones fueron las que más se acercaron y compitieron con las de los economistas. Los estudios de los ingenieros industriales cubren un conocimiento general del resto de las ingenierías, a la vez que, con el objetivo de asesorar a las industrias en sus aspectos productivos, estudian materias relacionadas con la gestión y administración de empresas. El ingeniero industrial es, por tanto, una mezcla de ingeniero y economista, que actúa en las empresas privadas y que también lo puede hacer en el Estado. Formalmente, el Cuerpo de Ingenieros Industriales alcanzó una gran influencia desde el principio del régimen de Franco, a pesar de su juventud
. La aparición, a finales de 1939, de una amplia legislación que introdujo numerosas intervenciones y regulaciones en la industria española, fue el detonante del incremento de la importancia de los ingenieros industriales dentro de la Administración franquista. Estas intervenciones no sólo se aplicaron con mayor intensidad que en épocas anteriores, sino que, además, tenían un carácter general, afectando a todas las industrias y no sólo a algún sector industrial determinado. Esto hizo que, a parte de la necesidad de contar con más funcionarios, se hiciera también imprescindible que éstos pertenecieran a un mismo Cuerpo, con el fin de que las intervenciones tuvieran un grado suficiente de unidad y homogeneidad, además de que pudieran ser controlados de forma centralizada. Concretamente, el Cuerpo de Ingenieros Industriales fue el escogido para llevar a cabo un gran número de estas intervenciones en el Ministerio de Industria y Comercio.


El Cuerpo de Ingenieros Industriales tuvo que enfrentarse con numerosos cuerpos de la Administración a lo largo del tiempo, sobre todo con otros cuerpos de ingenieros
. No obstante, la lucha más importante fue la que mantuvieron contra los economistas. En principio, no se puede hablar con propiedad de los economistas como Cuerpo dentro de la Administración hasta la creación, en la década de los años cincuenta, de la figura de los «Economistas del Estado». Sin embargo, ya existía antes de Franco el Cuerpo de «Técnicos Comerciales del Estado», que se puede asociar con los economistas
. En la década de los años cuarenta, el peso de los economistas en la vida política y económica española era muy pequeño. Sin embargo, poco a poco fueron ganándole la partida a los ingenieros, y la primera manifestación importante de la pérdida de influencia de los ingenieros industriales fue la división, en 1951, del Ministerio de Industria y Comercio. El nuevo Ministro de Comercio fue Manuel Arburúa, un economista perteneciente al Cuerpo de Técnicos Comerciales del Estado, que desde 1940 ya estaba al cargo de los asuntos comerciales en el Ministerio de Industria y Comercio desde su puesto de Subsecretario de Comercio, Política Arancelaria y Moneda. Arburúa, junto a Gómez de Llano en el Ministerio de Hacienda, fueron los primeros que introdujeron las nuevas ideas liberales en el gobierno de Franco.


En la década de los años cincuenta, los ingenieros industriales siguieron controlando la política industrial, a pesar de haber perdido algunas competencias como las comerciales frente a los economistas, o las de las industrias agrícolas a manos de los ingenieros agrónomos. Suanzes continuó al frente del INI, y Joaquín Planell, su hombre de confianza, se hizo cargo del nuevo Ministerio de Industria. Un cambio de gobierno en 1957 colocó a políticos de tendencia liberal en todos los ministerios económicos, excepto en el de Industria, donde Planell y Suanzes se convirtieron en los últimos defensores de las ideas autárquicas del ejecutivo franquista. No obstante, sólo pudieron aguantar unos pocos años más debido, sobre todo, a la influencia de las reformas liberalizadoras del Plan de Estabilización. La llegada al Ministerio de Industria de Gregorio López Bravo en 1962, a pesar de que era un ingeniero, acabó con la hegemonía del Cuerpo de Ingenieros Industriales en la política industrial interventora del Estado. Por un lado, las nuevas formas de intervención acaparadas por los economistas tras el Plan de Estabilización no dejaban espacio a este Cuerpo. Y, por otro, las competencias que requerían técnicos en industria fueron encomendadas a otros Cuerpos de Ingenieros más específicos. La dimisión de Suanzes el frente del INI en 1963 simboliza el final de una época donde los ingenieros industriales acapararon gran parte de las políticas públicas del régimen de Franco.

4. Las ideas de los ingenieros industriales


A continuación se analizan las obras más representativas que los ingenieros industriales españoles publicaron en este período. Estas obras reflejan las ideas y opiniones que estos ingenieros tenían de la intervención del Estado en la economía. Comenzaremos en los años treinta, con las obras de varios ingenieros industriales presentadas en un concurso que estableció la Segunda República en 1931 para consultar su opinión sobre la nueva legislación industrial
. Las tres ordenar obras premiadas y publicadas
 –Cuevas (1933), Cáncer y Calvo (1933), y Robert (1933)– coinciden en sus apreciaciones sobre la intervención estatal en la economía. En primer lugar, consideran la intervención reguladora del Estado como algo necesario y aceptado (en ese momento) prácticamente en todo el mundo. Así, Cuevas (1933, p. 19) lanza esta frase lapidaria: «el liberalismo, mejor dicho, la anarquía económica, está condenada». En segundo lugar, de las tres obras se desprende un cierto desprecio por las teorías, remarcando la necesidad de ser prácticos y pragmáticos. El título de una de las obras presentadas refleja claramente esta postura: «Primun est vivere, deinde philosophare» (primero vivir, y luego filosofar). Lo anterior no significa, sin embargo, que estos autores defiendan un intervencionismo absoluto: existiendo un acuerdo unánime en la necesidad de intervenir, la discusión se centra en la mayor o menor intensidad de esa intervención.


Es interesante detenerse en la obra de Antonio Robert Robert. Este Ingeniero llegó a ocupar altos cargos dentro del Ministerio de Industria y Comercio en los años cuarenta (fue Director General de Industria entre 1945 y 1947), y sus publicaciones en ese período fueron muy influyentes entre la clase dirigente española. Además, de entre las tres obras de 1933, la de Robert es la de mayor peso argumental y la de mayor calidad relativa
. Partiendo de su posición pragmática frente a las teorías económicas
, Robert explica que el problema al que se enfrentaba la economía española en ese momento (los años treinta) era el de la subproducción, ya que sólo se exportan productos primarios mientras se importan productos manufacturados. En cambio, el problema en el resto del mundo era el contrario, el de la superproducción. En consecuencia, las políticas económicas deben ser distintas para adaptarse a las diferentes situaciones. Así, mientras que en el resto del mundo se hacía necesario restringir la producción, bien mediante acuerdos de contingentación entre empresarios (trusts, cartels), bien mediante actuaciones coactivas del Estado (restringir la apertura de nuevas industrias), en España había que hacer todo lo contrario, es decir, estimular la iniciativa privada, coordinándola y encauzándola hacia las inversiones industriales.


Esta argumentación es muy interesante, ya que una década después Robert (como alto cargo del Ministerio de Industria y Comercio) aplicó una de las regulaciones más destacadas de este ministerio: el control de la apertura de nuevas industrias y la ampliación de las existentes mediante un sistema de autorización previa, política denominada «condicionamiento industrial» (Pires, 1999). Evidentemente, el condicionamiento no era un buen instrumento para solucionar los problemas específicos de la economía española, ya que Robert aceptaba la utilidad de este instrumento sólo en casos de superproducción, mientras que en los años cuarenta la economía española tenía el problema contrario (la subproducción).


Esta contradicción entre sus ideas teóricas y su actuación como político durante el franquismo se vuelve a repetir en la obra más conocida de Robert, Un problema nacional. La industrialización necesaria (1943). En ella ofrece propuestas de industrialización de carácter positivo: estímulo a las nuevas industrias, intensificación de la inversión en determinados sectores estratégicos, y racionalización de las fábricas ya existentes. A la vez, se muestra bastante prudente respecto a la intervención del Estado en la economía, que sólo considera necesaria para corregir los defectos acumulados en la industria española y conseguir una serie de condiciones de partida:

Pero una vez logradas esas condiciones previas, la intervención estatal no precisa sea tan directa ni tan intensa. Interesa más una actuación general de amparo y estímulo, dejando amplio margen a la iniciativa privada para que se desenvuelva de acuerdo con la situación del mercado en cada momento, la cual a su vez dependerá de la evolución económica. Porque resultaría en extremo trabajoso, y con toda probabilidad contraproducente, intentar la regulación en detalle de la totalidad del proceso de industrialización (Robert, 1943, p. 168).


Muchos economistas asocian la obra de Robert con el intenso intervencionismo del franquismo durante la autarquía. Por ejemplo, González (1996) realiza una crítica, desde la óptica de la teoría económica, de los argumentos de Robert, al que acusa de tener una «ingenua visión ingenieril, con absoluta desconsideración de costes y sobre todo de costes de oportunidad» (p. 153). Sin embargo, es necesario matizar esta interpretación a la luz de algunos de los pasajes del libro de Robert. En realidad lo que ocurrió fue que los argumentos teóricos que Robert expuso en su obra no coincidieron con la práctica de las políticas económicas que él mismo aplicó junto a otros altos funcionarios de la administración franquista. Un ejemplo de esta contradicción está en el condicionamiento industrial. En la práctica, esta regulación se aplicó de forma muy intensa, sobre todo en los años cuarenta, controlando todos los aspectos de la función empresarial (apertura de nuevas industrias, ampliación de las existentes, compra de nueva maquinaria, traslado de las instalaciones, etc.). Además, Robert, como Director General de Industria durante los años 1945-1947, fue el máximo responsable de aplicar dicha política. Sin embargo, el siguiente párrafo no coincide con esta aplicación tan severa del condicionamiento:

Un estímulo genérico y discreto sería suficiente para mantener el crecimiento de las industrias existentes y para ir llenando las casillas que aún permanecieran vacías dentro del cuadro general de la producción. A través de la legislación vigente, que establece la previa autorización administrativa para la implantación de industrias, puede irse encauzando y orientando el movimiento de industrialización. Más eficaz que un programa preestablecido resultaría en esta etapa la atención vigilante del Estado, presto a intervenir en los casos en que fuese preciso, pero evitando interferir con la iniciativa particular en los muchos casos en que no sea necesario (Robert, 1943, pp.168-9).


La discrepancia entre unas políticas industriales excesivamente intervencionistas y unas publicaciones donde se criticaba ese intervencionismo se volvió a repetir con otros ingenieros industriales de la época. Uno de ellos fue José Borrell y Maciá, quien trabajó como funcionario en el Ministerio de Industria y Comercio, y escribió varias obras sobre el condicionamiento y la política industrial del franquismo. Su obra más destacada fue El intervencionismo del Estado en las actividades económicas (1946), donde sigue un razonamiento similar al de muchas otras publicaciones de ese período (por ejemplo, al de las obras que se acaban de analizar): es imposible volver al liberalismo del siglo 19, pero el excesivo intervencionismo también puede llegar a ser contraproducente, por lo que es necesario buscar un punto de equilibrio entre los dos extremos. El enfoque que adopta es pragmático, defendiendo la necesidad de adaptarse a los acontecimientos para, en función de ellos, establecer o eliminar intervenciones. Sin embargo, aunque formalmente no critica el modelo económico autárquico imperante en ese momento –por ejemplo, afirma que la «elasticidad de la economía dirigida» (pp. 10-11) permite una eficaz adaptación a las circunstancias económicas–, en la práctica la tesis que preside todo el libro es muy crítica: en España se había llegado a un excesivo intervencionismo que era necesario reducir. El siguiente ejemplo muestra la intensidad de estas críticas:

El llamado «condicionamiento industrial» no se limita a tener en cuenta en sus resoluciones el aspecto técnico de la industria y los peligros que, en el caso particular de que se trate, pueda ofrecer para la seguridad e higiene públicas. Con las denegaciones, principalmente, se ha tendido a una «industrialización dirigida» y a regular la concurrencia, de un modo especial por lo que afecta al reparto de materias primas y a la colocación de productos. En este segundo tipo de intervenciones, el Estado –con la colaboración, aunque sólo sea informativa, de corporaciones o Sindicatos– ¿puede decirse que actúa sólo de «buen gendarme» o corre el peligro, con sus resoluciones denegatorias, de matar iniciativas o de perpetuar monopolios de hecho cuya subsistencia no está siempre debidamente justificada, desde el punto de vista del interés colectivo? (Borrell, 1946, p. 199).


La consecuencia de todas estas críticas es la necesidad de eliminar las intervenciones. Pero Borrell defiende esta postura de forma cauta, ya que no quiere (o no puede) enfrentarse tan abiertamente con las autoridades franquistas. Por ello sólo propone, en la parte final del libro, utilizar con precaución estas intervenciones. Relacionado con esto, Borrell apunta una idea muy interesante: la distinción entre la «política» –es decir, las circunstancias que explican la implantación y el mantenimiento de las intervenciones industriales– y los criterios técnicos y económicos –que aconsejan eliminar dichas intervenciones–. La preeminencia de los factores políticos sobre los técnicos y económicos es la mejor explicación, según Borrell, de la situación existente en esos años.


Otro ingeniero industrial que publicó en ese período fue José Enrique Pozuelo y Barnuevo, quien en 1955 escribió La industrialización…¿necesaria?. Al igual que Borrell, este ingeniero fue uno de los responsables de aplicar directamente el condicionamiento industrial en la Dirección General de Industria (concretamente en la Sección de Nuevas Industrias), lo que explica la importancia que da a esta regulación en su libro. La tesis de Pozuelo es la misma que la de Borrell: los efectos negativos que provoca una excesiva intervención estatal en la economía. Aunque comparte con él la táctica de esconder esas críticas a la política económica del franquismo en medio de alabanzas al régimen y de citas de sus políticos y teóricos más destacados, por debajo de estas alabanzas se observa un elevado tono crítico. Concretamente, del condicionamiento industrial remarca los siguientes problemas en su aplicación: excesivo burocratismo, deficiente actuación de determinados organismos del Estado, excesivo número de organismos asesores, muchas veces con informes contradictorios entre sí, y excesiva lentitud en la tramitación de los expedientes, algo que perjudicaba claramente a los empresarios solicitantes. El siguiente párrafo es un buen ejemplo del alcance de estas críticas respecto al condicionamiento industrial:

Acaso nos comprendan únicamente los verdaderos hombres de empresa, los creadores, los genios: los inventores y promotores de industrias bien concebidas que, tras de ímprobas y agotadoras gestiones en los centros oficiales, veían denegadas sus solicitudes «por insuficiencia de materias primas» o, en el mejor de los casos, autorizadas «sin derecho a cupos de materias primas». Mientras que las industrias antiguas, con instalaciones en general anticuadas y superamortizadas, consumían en forma antieconómica sus cupos de materias primas escasas e intervenidas –circunstancias que por sí mismas aconsejaban su más severa administración–, obteniendo en muchos casos pingües superganancias, amparadas por los precios oficiales. Y esto en el mejor de los casos; pues habría otras que, aunque oficialmente estuviesen en funcionamiento y retirando sus cupos de materias primas, en realidad estaban cerradas, satisfechas con la cómoda ganancia que les reportaba su reventa en el mercado negro. ¿Cómo podía considerarse así protegida y estimulada la industrialización de la nación? (Pozuelo, 1955, pp. 72-3).


Por último, es necesario destacar el interés que todos estos autores tuvieron en coordinar y centralizar la mayoría de las políticas industriales e incluso económicas en un solo organismo, el cual estaría dentro de la órbita del Ministerio de Industria y del Cuerpo de Ingenieros Industriales (por ejemplo, Robert, 1943, p. 201). Este punto es la clave de la disputa entre los ingenieros industriales y los economistas, ya que fueron estos últimos los que consiguieron imponerse en esta pugna y controlar centralizadamente las políticas económicas franquistas desde los años sesenta. De esto se ocupa el siguiente apartado.

5. Ingenieros, ingenieros industriales, y economistas


Los ingenieros y los militares, durante los primeros años del régimen de Franco, ocuparon la mayoría de los puestos de decisión en la Administración. El ejemplo más claro fue Suanzes, militar e ingeniero que defendió las políticas autárquicas hasta su retirada de la política en 1963. Esta situación ha hecho que muchos autores consideren que las políticas que aplicaban estos grupos estaban orientadas por unas ideas propias y exclusivas de cada grupo. Es el caso, por ejemplo, de un estudio reciente sobre la influencia de los militares en el origen del INI (San Román, 1999). Sin embargo, la mayoría de los autores se han inclinado por considerar las ideas ingenieriles como la base ideológica de las políticas económicas e industriales autárquicas. Según esta interpretación, los ingenieros tenían unas ideas favorables al proteccionismo y al intenso intervencionismo del Estado en la economía, confiaban excesivamente en las virtudes de las técnicas, y despreciaban los conceptos económicos básicos. Frente a estas ideas, que los ingenieros lograron imponer en los primeros años del franquismo, los economistas enfrentaron las suyas propias (librecambistas, críticos con la intervención del Estado), consiguiendo imponerse en esta lucha a partir del Plan de Estabilización de 1959. La siguiente cita de Schwartz y González (1978, p. 27) es un ejemplo de este tipo de argumentación:

También forma parte de la mentalidad del ingeniero la creencia en la planificación, o mejor dicho, en la centralización. No ocurre esto necesariamente en las promociones actuales de ingenieros, que muy a menudo demuestran ser mejores economistas que los así titulados oficialmente. Sin embargo, cuando estaba naciendo el INI la creencia en que una economía racional es una economía controlada era casi universal entre los técnicos.


En este ensayo se ha tratado de matizar las anteriores interpretaciones. Creo que es un error asociar sin más la mentalidad de los ingenieros con la centralización, la intervención u otras características hoy criticadas por (la mayoría de) los economistas. Esta actitud puede provenir de un cierto desprecio de los economistas por los ingenieros, aunque no hay que olvidar, tal como nos recuerdan Ekelund y Hébert (1992, p. 329), que, durante el siglo 19 y la primera mitad del siglo 20, «un número significativo de contribuciones originales e importantes de la microeconomía fueron realizadas por hombres extraídos del grupo de ingenieros más que del de los filósofos». De hecho, antes de la aparición de la primera Facultad de Ciencias Políticas y Económicas en España (1943), la Economía se enseñaba fundamentalmente en las cátedras de ingeniería (siguiendo la tradición de las grandes écoles de ingeniería de Francia, de donde surgieron algunos grandes economistas), y en las Facultades de Derecho (Velarde, 1969 y 1995). Aunque la mayor influencia sobre los pocos economistas que hubo en España en el primer tercio del siglo 20 provino de Flores de Lemus, profesor especialista en derecho hacendístico, esto no puede llevar a concluir que, desde las cátedras de ingenierías, no se enseñaba economía. Evidentemente, no se tenía por qué enseñar la misma economía en todas estas facultades, pero el peso de los ingenieros y los abogados en los primeros años de andadura de la Facultad de Economía fue grande. Así, algunos de los profesores que enseñaban Economía en la nueva Facultad tenían una importante formación industrial que aplicaban a sus análisis económicos, como fue el caso de José Castañeda.


Por tanto, es exagerado afirmar que todos (o la mayoría de) los ingenieros españoles de ese período ignoraban o despreciaban los conceptos económicos. Esta afirmación puede ser cierta en una de las personas más influyentes del régimen en ese momento, Juan Antonio Suanzes. Sin embargo, no es correcto identificar a Suanzes con los ingenieros, ya que ésta no fue su principal profesión: Suanzes fue militar, luego gestor de empresas privadas, y más tarde político. Sólo se dedicó durante apenas tres años (1917-20) a la enseñanza de ingeniería en la Academia de Ingenieros y Maquinistas de la Armada. A esta Academia se accedía mediante unos exámenes de Geometría Descriptiva y Mecánica, y otorgaba el título de Ingeniero tras (sólo) dos años de estudios (Ballestero, 1993, cap. 2). A Suanzes se le suele acusar de ignorar los principios económicos básicos porque sus inversiones industriales, a través del INI, no tenían en cuenta el concepto económico del coste de oportunidad. Es decir, Suanzes no se preguntaba si lo invertido en un sector podría ser más rentable en otro. Pero esta acusación no es lógica si tenemos en cuenta la actuación racional y maximizadora de Suanzes como burócrata, cuyo objetivo era obtener la mayor cantidad de presupuesto y poder. Ningún burócrata, por mucho que conozca el principio económico del coste de oportunidad, se pregunta si las inversiones en su departamento podrían tener un mejor uso en el departamento de otro político. De todas formas, en este artículo se ha mostrado cómo los (verdaderos) ingenieros industriales que escribieron en esa época sí que demostraron conocer y asumir las principales ideas económicas del momento, defendiendo unas posturas muy parecidas a las de la mayoría de los economistas de la época. Por ejemplo, la siguiente cita de Borrell (1946, pp. 194-5) demuestra que conocía perfectamente el concepto del coste de oportunidad, y que lo aceptaba plenamente:

Hemos de distinguir entre tener necesidad de una industria y tenerla de sus productos; y «el problema principal –como afirma Robbins– no es si puede construirse la fábrica y mantenerse en funcionamiento con cierta eficiencia técnica, sino si se utilizan los recursos de la comunidad en forma más conveniente al construir esas instalaciones y mantenerlas posteriormente en funcionamiento»; ya que, a su juicio, el criterio de una planificación racional ha de ser «utilizar los factores no solamente en la producción de cualquier artículo, sino en el lugar en el cual rindan remuneraciones máximas».


Si se analizan las publicaciones de los economistas españoles que empezaron a escribir en la década de los cincuenta, se comprueba que sus ideas eran muy parecidas a las de los ingenieros de ese mismo período. El ejemplo más destacado es Manuel de Torres, cuya obra analiza González (1996), y que fue «sin duda el economista más importante del decenio de 1950» (p. 153). Sus obras siguen los mismos esquemas que las de Borrell y Pozuelo. Así, aunque es verdad que «Torres criticó seriamente la planificación y el intervencionismo estatal» (p. 155), los ingenieros industriales analizados también lo hicieron, y Torres, al igual que ellos, no apostó por una liberalización económica amplia. Además, Torres abogaba por una coordinación de la política económica, algo en lo que habían insistido Borrell y Pozuelo, y que ya había propuesto Robert en 1943 (aunque la diferencia es que los ingenieros defendían que esa coordinación la debían realizar ellos, mientras que Torres decía que ese papel debía estar reservado exclusivamente a los economistas). Por último, Torres se caracterizó por un fuerte componente pragmático, diferenciando claramente su formación teórica de «economista neoclásico con fuerte contenido de liberalismo económico» (p. 153), con la aplicación de esa teoría en la realidad económica española:

Cuando [Torres] escribe como académico, sin referencia a la realidad interior, muestra tremenda desconfianza y hostilidad al estado intervencionista; pero cuando habla para consumo interno del mercado político asienta su defensa racionalizadora en el «Estado Moderno» de corte intervencionista, que requiere conocer los efectos de su intervención (p. 159).


Según Velarde (1995), durante el siglo 20 los economistas españoles han experimentado una evolución ideológica desde la heterodoxia que apoyaba el proteccionismo integral, el nacionalismo económico, el corporativismo y el intervencionismo directo del Estado, hasta la ortodoxia económica que defiende las políticas económicas donde el mercado ocupa un papel central. Velarde argumenta –al igual que otros economistas como Fuentes Quintana (1995)– que la nueva actitud ideológica de los economistas españoles apareció asociada a la creación de la Facultad de Economía a principios de los años cuarenta, junto a la intensa actividad divulgativa en revista y prensa de los nuevos economistas. Evidentemente, de este argumento se deriva la influencia de estas nuevas ideas en la liberalización de las políticas económicas autárquicas. Sin embargo, hay que tener en cuenta que la evolución desde la heterodoxia hasta la ortodoxia fue lenta, tal como el propio Velarde explica en su trabajo. El hecho de que hayan sobrevivido en muchas Facultades de Economía de España –y hasta épocas recientes, incluso en la actualidad–, profesores que defendían teorías económicas heterodoxas, muestra cómo este proceso no fue tan rápido ni global. Además, aun aceptando que la mayoría de los economistas españoles de los años cincuenta apoyaron las ideas económicas ortodoxas, la influencia de las ideas académicas en los políticos se suele producir, si es que se produce, con varios años de retraso, y no inmediatamente. El coste de desembarazarse de las antiguas ideas es grande, y mucho más en las dictaduras.


Creo que los factores políticos y sociales tuvieron un mayor peso que las ideas. Esta es, precisamente, la tesis central del artículo de González (1996, p. 127):

En el siglo XX español existe cierta interacción, entre la concepción del estado que defienden los economistas –o sucedáneos– y las circunstancias del entorno sociopolítico a las que corresponden. […] Los economistas, o quienes hacen su función, afinan sus modelos sobre el papel del Estado cuando aparecen instituciones como el mercado y se normalizan las circunstancias económicas. Una hipótesis derivada es que los economistas propiamente dicho sólo florecen cuando lo hace el mercado.

Las circunstancias sociopolíticas influyeron en los autores que escribieron durante el período autárquico del franquismo, pero esta influencia fue igual para los economistas que para los ingenieros (que «hicieron la función» de economistas durante el período autárquico). Aunque las ideas pudieron ayudar, el factor principal fue el político. Precisamente esta era la tesis de Borrell cuando investigaba las intervenciones públicas en los años cuarenta, su origen político por encima de cualquier consideración técnica (sea esta ingenieril o económica). La explicación del auge (en los años cuarenta) y del declive (en los sesenta) del Cuerpo de Ingenieros Industriales en la Administración española se relaciona, por tanto, con elementos políticos, y no con el peso de las ideas. La nueva orientación del régimen fue la que demandó a los economistas para hacerse cargo de las nuevas políticas económicas e industriales. Se produjo entonces la paradoja, en los años sesenta, de que los ingenieros industriales (que algunos autores consideran como los máximos defensores del intervencionismo del Estado en la economía) desarrollaron con éxito su labor en la industria privada, mientras que los economistas (que, en teoría, defendían el libre mercado y los límites a la intervención del Estado en la economía) se encargaban de ejecutar las nuevas (e intensas) intervenciones estatales y los nuevos programas de planificación del gobierno de Franco.

6. Conclusiones: el predominio del Estado sobre las ideas en la dictadura de Franco 


Existe una polémica sobre el papel de las ideas y los grupos de presión en la explicación de por qué un país lleva a cabo determinadas políticas económicas. Desde el punto de vista teórico, algunos economistas consideran que las ideas son más importantes que los grupos de presión, siendo el caso más conocido el de Keynes quien, en las últimos párrafos de su obra más conocida, afirma explícitamente que «el poder de los intereses creados se exagera mucho comparado con la intrusión gradual de las ideas» (Keynes, 1985, p. 383). Otros autores, sin embargo, destacan más el papel de los grupos de presión frente a las ideas, como ocurre con la obra de Olson (1965 y 1986). Esta polémica aparece en numerosos estudios prácticos sobre las políticas económicas de los gobiernos. Por ejemplo, en los análisis del período mercantilista se pueden encontrar las dos posturas: la tradición que interpreta el mercantilismo como una doctrina errónea que fue derivando en la «verdadera» teoría librecambista de los economistas ingleses del siglo 19 (Viner, Schumpeter o Stigler apoyan esta visión), frente a otra tradición (la escuela Histórica Alemana, Heckscher, North, Ekelund o Tollison)
 que sostiene que otros factores como la política o la lucha entre grupos de presión, y no la lucha entre teorías rivales, constituyen una explicación más acertada sobre las políticas mercantilistas: «Las ideas tienen una cierta influencia potencial, al menos ex post, pero la intensidad y la coordinación de esa influencia depende de cómo esas ideas se ajustan a los intereses individuales y colectivos que modifican el proceso político y crean ese impacto» (Ekelund y Tollison, 1997a, p. 382).


Las investigaciones sobre las políticas económicas aplicadas en España durante el siglo 20 también han abordado este problema. Por un lado, algunos historiadores económicos españoles han destacado el papel de los grupos de presión, básicamente de los empresarios, para explicar la aparición de determinadas intervenciones públicas (proteccionismo, freno a la competencia interior) que obstaculizaron el desarrollo económico en España (Fraile, 1991). Sin embargo, este mismo autor (Fraile, 1998) ha estudiado la interacción entre estas ideas anti-competencia y los grupos de presión empresariales, encontrando que hubo numerosas influencias ideológicas, aunque también estas ideas pudieron convertirse en un instrumento de esos grupos para capturar al Estado e incrementar sus rentas.


En este artículo se defiende que las ideas no fueron decisivas para explicar el desarrollo de las políticas económicas aplicadas durante el régimen de Franco. Por tanto, los grupos de presión aparecen como el factor explicativo más importante en esta evolución. Sin embargo, aunque se suele identificar a los grupos de presión con los empresarios, también pueden existir otros como el Estado. En este caso hay que considerar al Estado, no como una mera prolongación de los intereses de los grupos más poderosos de la sociedad, sino como un ente individual y diferenciado del resto de esa sociedad, que posee sus propios intereses:

Una teoría del Estado válida no debiera tener que confiar en la gratuita suposición de que el Estado está subordinado a ningún otro interés distinto del suyo propio. Debiera dedicarse a la explicación del papel del Estado en la historia política en función de cómo sus intereses interactúan, compiten, se enfrentan con los intereses de otros y a su debido tiempo se adaptan a ellos (Jasay, 1993, p. 284).

Existen otros intereses que compiten contra los del Estado (como las ideas o los grupos de presión empresariales), y al final, en cada situación, se impondrán unos u otros en función del desarrollo de la lucha política y social.


Para el caso concreto de la dictadura de Franco, mi interpretación es que los intereses del Estado predominaron sobre los otros dos factores, fundamentalmente sobre las ideas
. Por Estado me refiero a los altos funcionarios de la Administración, es decir, los ministros y Franco. El dictador disponía de todo el poder y lo delegaba en un ejecutivo donde los ministros, aunque en teoría representaban a los distintos grupos que apoyaban el régimen, en realidad disfrutaban de bastante independencia y sólo tenían que responder ante Franco. Si sus políticas o actuaciones públicas no entraban dentro de la jurisdicción de otros ministerios, ni afectaban a los principios personales del dictador, el ministro disponía de una independencia casi absoluta en sus decisiones; en caso contrario, el dictador imponía sus ideas o intermediaba entre las disputas ministeriales. En España, Franco (junto a su hombre de confianza, Carrero Blanco) sólo intervino en algunos asuntos como la política exterior, la Iglesia, el orden público, los medios de comunicación y los asuntos laborales. En el terreno económico, Franco tenía una serie de ideas sencillas e intuitivas que influyeron en su gobierno (nacionalismo, proteccionismo, tipo de cambio sobrevalorado). Pero fuera de esas ideas, Franco no permitió que ninguna ideología le atara; incluso las anteriores ideas tampoco fueron tan importantes para el propio dictador, ya que su principal objetivo (plenamente conseguido) era mantenerse en el poder, y por eso, cuando las circunstancias políticas o sociales (interiores y exteriores) cambiaban, Franco se adaptaba a esos cambios, aunque eso supusiera entrar en contradicción con alguno de sus principios ideológicos (fue lo que ocurrió en 1959 con el Plan de Estabilización)
. La subordinación de cualquier otro factor a los intereses del Estado (sobre todo la permanencia en el poder) hizo que el pragmatismo fuera la principal característica explicativa de las políticas económicas de la dictadura española.


Este argumento se puede aplicar a una de las características más destacadas de las políticas autárquicas: la gran cantidad de regulaciones que implantó el régimen de Franco. La principal razón por la que se implantaron estas regulaciones fue que se ajustaban perfectamente a los intereses del Estado y a su idea autoritaria de control de la sociedad y de la economía. Dos hechos refuerzan este argumento. El primero es que la mayoría de las regulaciones empezaron a aplicarse en los primeros meses de vida del régimen, todavía en plena Guerra Civil, mientras que las justificaciones ideológicas a dichas intervenciones vinieron después. El segundo hecho es que el Plan de Estabilización de 1959 no afectó tanto a esas regulaciones: aunque se sustituyeron algunas regulaciones por otras, las nuevas eran muy parecidas a las anteriores, y continuaron siendo excesivamente intervencionistas
. Los cambios no fueron, por tanto, el resultado de una pugna entre ideas, sino que se explican por modificaciones en el tiempo de las condiciones que afectaban al dictador. El Estado asumió ex post las ideas que, en cada momento, mejor se adaptaban a sus intereses.
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� El Cuerpo se creó para el servicio de la Administración del Estado en 1931 (Reglamento de 17 de noviembre). El interés por los asuntos industriales (leyes protectoras y reguladoras) por parte del Estado había comenzado a principios del siglo 20, y tuvo un gran impulso durante la dictadura de Primo de Rivera. Surgió, entonces, la necesidad de contar con un Cuerpo específico que se ocupara de todas estas cuestiones –hasta entonces repartidas entre diferentes organismos– y que quedara centralizado en el Ministerio de Industria En 1931 el Cuerpo de Ingenieros Industriales dependía del Ministerio de Economía, porque no había ninguno de Industria. En cuanto lo hubo (16 de diciembre de 1931) pasaron a depender de él.





� En Pires (1999, pp. 227-31) se describe esta competencia. Las principales luchas de los ingenieros industriales fueron con los ingenieros del Ministerio de Agricultura (ingenieros agrónomos e ingenieros de montes), los del Ministerio de Obras Públicas (ingenieros de caminos, canales y puertos), e incluso con otros ingenieros del mismo Ministerio de Industria (ingenieros de minas e ingenieros navales). En la década de los años cuarenta los ingenieros industriales consiguieron una buena posición dentro de la Administración franquista, pero a partir de entonces fueron perdiendo poder en manos de los otros Cuerpos de ingenieros (por ejemplo, en 1951 el Ministerio de Industria perdió la facultad de autorizar el establecimiento de nuevas industrias agrícolas, que pasó al Ministerio de Agricultura).





� Los dos Cuerpos fueron refundidos en 1984 en uno solo denominado «Técnicos Comerciales y Economistas del Estado».





� Tras el paso de la dictadura de Primo de Rivera (1923-30) a la Segunda República (1931-9), el nuevo régimen republicano sacó una Orden (Ministerio de Economía, 5 de agosto) donde obligaba a todos los ministerios a revisar la legislación en vigor (de la dictadura) y clasificarla en cuatro grupos (desde las leyes a ser totalmente derogadas, pasando por las que se suspendían temporalmente para ser modificadas, hasta las que podían continuar en vigor). Algunas leyes industriales, relativas en su mayoría a auxilios a la industria, se suspendieron temporalmente. Para hacer frente a esta suspensión, el 3 de noviembre de 1931 el Director General de Industria, J. Moreno Galvache, estableció un concurso para que los ingenieros industriales expresaran sus opiniones sobre esta cuestión.





� Las otras obras concursantes (once) no fueron publicadas, aunque disponemos de sus títulos, algunos de ellos muy curiosos: «Producir es crear», «Gris», «Proteccionismo integral», «Quien mucho abarca poco aprieta», «Standard español», «F.I.N.», «Ni quito ni pongo», «Cooperación», «Hacia una gran industria», «Primus est vivere, deinde philosophare» y «Nacionalismo económico».





� En el prólogo al libro más importante de Robert (1943), José María de Areilza (uno de los políticos más influyentes del primer franquismo) explica cómo entró en contacto con este autor a través, precisamente, de esta obra de 1933: «Estudiando, allá por las postrimerías de nuestra guerra de liberación, la bibliografía más reciente acerca del asunto, con vistas a la redacción de anteproyectos legislativos, vine a tropezar un día con el ensayo de Robert. Sus ideas me parecieron tan claras, su exposición tan metódica, tan ordenada, que sentí deseos de conocer personalmente al autor y dialogar con él, ahondando en la entraña del problema» (p. 11). 





� Areilza comenta, en el prólogo antes citado, que «Robert no es un teórico de la economía industrial, un especulador abstracto o imaginativo. Sus puntos de vista se ciñen apasionadamente a la realidad nacional, siquiera a veces resulte ésta áspera o ingrata» (Robert, 1943, p. 12).





� Un buen resumen de estas posturas está en Ekelund y Tollison (1997b). Para una visión global del mercantilismo desde una óptica de la historia de las doctrinas ver Perdices y Reeder (1998).





� Aunque algunos autores conceden un papel importante a los grupos de presión empresariales, en Pires (1999) se matiza esta opinión: la capacidad de organización y presión corporativa de la clase empresarial fue muy pequeña, limitándose en la mayoría de los casos a tratar de beneficiarse de forma individual (a través de contactos personales) del poder y las rentas del Estado. En este sentido, San Román (1999) argumenta que, en muchas ocasiones, las autoridades franquistas utilizaron el INI para enfrentarse a los intereses empresariales privados.





� Por ejemplo, Gómez Mendoza (1994) explica cómo Franco impuso una peseta sobrevalorada en los años cuarenta, a pesar de que varios de sus ministros aconsejaban su depreciación ya que ponía en peligro algunos de los objetivos económicos del nuevo régimen como la autarquía. Sin embargo, por motivos pragmáticos, Franco accedió a devaluar la peseta en 1959.





� Esto es lo que defienden González (1979) y Tortella (1994). En Pires (1999) demuestro que esto fue lo que ocurrió con el condicionamiento industrial. Se empezó a aplicar unos pocos meses después de la llegada de Suanzes al Ministerio de Industria y Comercio (verano de 1938), y a pesar de los cambios legales introducidos en 1963 por el nuevo ministro de Industria Gregorio López Bravo, continuó funcionando de la misma manera durante todo el régimen de Franco.
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